
 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
EN EL TRIBUNAL DE APELACIONES 

REGIÓN JUDICIAL DE AIBONITO, ARECIBO Y UTUADO 
Panel XII 

   
 
ÁNGEL RAFAEL COLÓN 

GONZÁLEZ 
Demandante - Recurrido 

 
v. 
 
 

EDNA ORTIZ COLÓN  
Demandada - Peticionaria 

 

 
 
 
 
 
 

KLCE201600036 
 

CERTIORARI 
procedente del 
Tribunal de Primera 
Instancia, Sala 
Superior de Aibonito 
 
Caso Núm.:  
B FI2014-0009 
 
Sobre: Impugnación 
de paternidad Ley 
Núm. 215-2009 

Panel integrado por su presidente, el Juez González Vargas, la Juez 
Grana Martínez y la Jueza Vicenty Nazario 

 
 

Vicenty Nazario, Jueza Ponente 
 
 
              

S E N T E N C I A 

 

En San Juan, Puerto Rico a 25  de enero de 2016. 

La peticionaria, Sra. Edna Ortiz Colón (señora Ortiz, peticionaria), 

nos pide que revisemos una resolución dictada por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Aibonito. Mediante esta, el foro primario no desestimó 

la demanda sobre impugnación de paternidad por entender que siendo un 

menor de menos de 14 años no tenía que ser emplazado dentro del 

término de caducidad. Oportunamente la peticionaria solicitó 

reconsideración, petición que fue denegada mediante resolución 

notificada el 18 de diciembre de 2015.  

I. 

Surge de las alegaciones que la peticionaria y el recurrido, el señor 

Ángel Rafael Colón González (señor Colón, recurrido) sostuvieron una 

relación en la cual procrearon a la menor L.C.O., quien a la fecha de la 

presentación de la demanda tenía 9 años de edad. Por entender que la 

menor era su hija el recurrido procedió a inscribirla en el Registro 

Demográfico. 
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 Así las cosas, en el mes de mayo de 2014, un compañero de 

trabajo le informó que según su conocimiento la menor no era hija suya. 

Al recurrido confrontar a la peticionaria, ésta le aceptó que la menor 

L.C.O. no era su hija y le solicitó que no le quitara su apellido. A finales 

del mes de junio del 2014 el recurrido se realizó una prueba de paternidad 

casera y envió los resultados a un laboratorio. Posteriormente, el 3 de 

julio de 2014 recibió los resultados de la prueba de paternidad los cuales 

establecieron que la menor no era su hija. A causa de ello, el 8 de agosto 

de 2014 el recurrido presentó una demanda sobre impugnación de 

paternidad.  El 17 de agosto de 2014 se emplazó a la señora Ortiz.  

 Celebrada una vista sobre el estado de los procedimientos el 25 de 

noviembre de 2014, el foro primario indicó que carecía de jurisdicción ya 

que la menor L.C.O. era parte indispensable y no había sido traída al 

pleito.  Además el TPI indicó que de incluirse a dicha fecha (noviembre 

2014) habría que determinar si ya habría trascurrido el periodo de 

caducidad dispuesto por ley. El foro de Instancia concedió 30 días para 

que se incluyera al menor como parte y se emplazara. La parte recurrida 

sin enmendar la demanda, solicitó que se expidiera un nuevo 

emplazamiento para la menor por conducto de la señora Ortiz el 2 de 

diciembre de 2014. No es hasta el 11 de diciembre que el TPI expide el 

emplazamiento, el cual se diligencia adecuadamente el 7 de enero de 

2015. Así el trámite, el  27 de marzo de 2015, el foro primario designó al 

Lcdo. Carlos Berrios Beauchamp como defensor judicial de la menor. 

 Luego de varios trámites procesales, el 7 de octubre de 2015 se 

celebró vista evidenciaria sobre caducidad. El foro primario determinó que 

la acción de impugnación de reconocimiento no está caducada ya que a 

tenor con Bonilla Ramos v. Dávila Medina 185 D.P.R. 667 (2012), solo se 

requiere emplazar al menor dentro del término de caducidad cuando éste 

es mayor de 14 años. Teniendo la menor L.C.O., 10 años de edad al 

momento del emplazamiento no era necesario emplazarla dentro del 
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término de caducidad, por lo que la acción de impugnación no estaba 

caducada.  

Posteriormente, la señora Ortiz presentó una moción de 

desestimación y reconsideración, a lo que el foro primario el 4 de 

noviembre de 2015, denegó mediante resolución dictada y notificada el 

día 9 del mismo mes y año.   

Inconforme, la peticionaria presentó ante nosotros el presente 

recurso de certiorari. Como señalamientos de error indicó que: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al no 
desestimar la demanda sobre impugnación de 
paternidad determinando que la caducidad no aplica a 
los menores de 14 años. 
 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al dar 
por incluida como parte en la demanda a la menor 
L.C.O. con la radicación de una mera MOCIÓN y 
emplazamiento, en violación a lo dispuesto en la Regla 
16.1 de Procedimiento Civil y a lo resuelto en nuestra 
jurisprudencia. 

 

 Por su parte, el señor Colón presentó su alegato en oposición 

oportunamente. Perfeccionado el recurso y con el beneficio de la 

posición de ambas partes, nos encontramos en posición de resolver. 

II. 

A. La Filiación 

La filiación se ha definido como “el estado civil de la persona 

determinado por la situación que, dentro de una familia, le asigna el haber 

sido engendrada en ella o el estar en ella en virtud de la adopción o de 

otro hecho legalmente suficiente al efecto.” Beníquez et. al. v. Vargas, 

184 D.P.R. 210, 226 (2012). De lo anterior surge que la filiación tiene dos 

vertientes, a saber, la biológica y la jurídica. Íd.  

Así pues, en nuestro ordenamiento jurídico la filiación se puede dar 

por la naturaleza o por la adopción. Íd, pág. 228.  La filiación por 

naturaleza implica la existencia de un vínculo biológico. Este tipo de 

filiación tiene dos modalidades, la matrimonial y la extramatrimonial. Íd. 

pág. 229.  La filiación matrimonial se refiere a aquella que surge por la 

concepción dentro del matrimonio. Esto produce una presunción 
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controvertible el cual dispone que “[s]e presumen hijos del marido de la 

mujer casada los nacidos durante el matrimonio y los trescientos días 

siguientes a su disolución.” Íd.; Art. 113 del Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 

461. Por otra parte, la filiación extramatrimonial, ocurre cuando los padres 

no están casados entre sí al momento de la concepción o del nacimiento, 

ni contraen matrimonio posteriormente. Vázquez Vélez v. Caro Moreno 

182 D.P.R. 803 (2011). En este supuesto no existe una presunción de 

paternidad por lo que la filiación del menor sólo se puede establecer 

mediante el reconocimiento voluntario o forzosamente, mediante 

sentencia judicial. Íd.  

El reconocimiento por decreto judicial se refiere al reconocimiento 

forzoso hecho mediante una reclamación judicial de filiación, prueba del 

hecho filiatorio y una sentencia en la cual se declara la filiación. Beníquez 

et al. v. Vargas et al., supra, pág. 231. Por otro lado, se ha resuelto que el 

reconocimiento voluntario es un acto individual, personalísimo, unilateral e 

irrevocable que consta de una afirmación del progenitor mediante un acto 

jurídico el cual establece que “ha existido el hecho biológico de la 

procreación del que ha nacido el hijo sobre el que recae el 

reconocimiento.” Íd. págs. 230-231. Luego del reconocimiento voluntario 

de una hija o un hijo, se crea una presunción de paternidad cuyos efectos 

son equivalentes a la presunción creada bajo el reconocimiento por la vía 

matrimonial. Art. 113 del Código Civil, supra.  

Según mencionamos anteriormente, la presunción de paternidad 

es controvertible. Así pues, la misma puede ser rebatida por medio de 

una acción judicial de impugnación. En el pasado, dicha acción de 

impugnación tenía dos modalidades, a saber, la impugnación de 

paternidad que pretendía desmentir la filiación establecida por la vía 

matrimonial y la impugnación de reconocimiento voluntario. Esta última 

modalidad pretendía que el estado dejara sin efecto una filiación 

extramatrimonial legalmente establecida. Mayol v. Torres, 164 D.P.R. 

517, 540 (2005). Debido a que el reconocimiento voluntario es un acto 
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irrevocable, su impugnación solamente procedía si dicho acto era 

inválido. Originalmente sólo procedía bajo dos supuestos. La primera era 

la impugnación del reconocimiento por nulidad absoluta y la segunda era 

por haber mediado vicios en el reconocimiento. Castro v. Negrón, 159 

D.P.R. 568, 586-588 (2003). Sin embargo, una tercera modalidad fue 

adoptada jurisprudencialmente. Nuestro más alto foro reconoció en Mayol 

v. Torres, la vigencia en Puerto Rico de la impugnación de reconocimiento 

por inexactitud o falta de veracidad en el estado filiatorio. Mayol v. Torres, 

supra, pág. 547. Mediante este tipo de impugnación se contradice la 

existencia del nexo biológico entre el reconocedor y el reconocido. Íd. 

pág. 543. 

A pesar de lo anterior, hoy día no es necesario diferenciar las acciones de 

impugnación. La Ley Núm. 215-2009 enmendó el Art. 113 del Código Civil 

(31 L.P.R.A. sec. 461) para establecer una presunción de paternidad para 

los hijos nacidos dentro del matrimonio y los hijos reconocidos 

voluntariamente. Así pues, en nuestro ordenamiento jurídico solamente 

existe una acción de impugnación de presunción de paternidad. Vázquez 

Vélez v. Caro Moreno, supra, pág. 812.  

Mediante la acción de impugnación de presunción de paternidad, se 

contradice la existencia de nexo biológico entre el progenitor y su 

progenie. Mayol v. Torres, supra, pág. 543. El Artículo 117 del Código 

Civil, 31 L.P.R.A. sec. 465, dispone que dicha acción se debe ejercitar por 

parte del padre legal “dentro del plazo de caducidad de seis meses, 

contados a partir de la fecha de que advenga en conocimiento de la 

inexactitud de la filiación…” Dicho de otro modo, el padre legal tiene seis 

(6) meses, contados a partir de la fecha en que advenga en conocimiento 

de la inexactitud en la filiación para instar la acción de impugnación de 

presunción de paternidad. Bonilla Ramos v. Dávila Medina, supra. Así 

pues, para que una acción de impugnación prospere es necesario que la 

acción se presente oportunamente y que la misma esté basada en 

alegaciones específicas que, tomándolas como ciertas, demuestren a 
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satisfacción del juzgador que existe una duda real sobre la exactitud de la 

filiación. Mayol v. Torres, supra, pág. 554. 

Precisa recordar que los términos de impugnación de filiación son 

de caducidad. En cuanto a ello, nuestro más alto foro ha establecido que 

caducidad es “la decadencia de un derecho, o su pérdida, por no haber 

cumplido la formalidad o condición exigida por ley en un plazo 

determinado. Ésta pérdida del derecho se produce automáticamente por 

no ejercitarse en el transcurso de dicho plazo.” Beníquez et. al. v. Vargas, 

supra, pág. 232, esc. 78. Mediante este tipo de términos se pretende 

evitar la incertidumbre y promover la estabilidad jurídica de la relación 

filiatoria. Álvareztorre Muñiz v. Sorani Jiménez, 175 D.P.R. 398, 416 

(2009). Igualmente se ha intentado hacer “un balance entre el derecho de 

un individuo a deshacer una realidad jurídica inexacta y el derecho de una 

persona a la seguridad de su estado civil…” Bonilla Ramos v. Dávila 

Medina, supra, pág. 675. Por tanto, es por medio de plazos cortos de 

caducidad, que no admiten interrupción que se logra proteger el interés 

apremiante de la estabilidad del estado filiatorio.  Bonilla Ramos v. Dávila 

Medina, supra, pág. 676; Álvareztorre Muñiz v. Sorani Jiménez, supra, 

416. Es por ello que luego de transcurrido el término de caducidad de seis 

(6) meses, la acción habrá muerto y el presunto padre legal no podrá 

ejercitar acción alguna para impugnar su filiación. Íd. págs. 675-676. 

Finalmente es importante señalar que el menor cuya filiación se 

impugna es parte indispensable en una acción de impugnación de 

filiación. Bonilla Ramos v. Dávila Medina, supra, págs. 682-683. Esto es 

así por las consecuencias importantes que tiene la filiación sobre el 

estado civil de las personas. Por tanto, para que la acción presentada 

este perfeccionada adecuadamente es indispensable incluir y emplazar al 

menor cuya impugnación de filiación se solicita dentro del término de 

caducidad dispuesto en ley. Íd. pág. 682.  

B. La comparecencia de menores en un litigio. 
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La Regla 15.2 de las de Procedimiento Civil dispone lo relacionado 

a la comparecencia de menores en un pleito en el que son parte. 

Establece que:   

a.  Un(a) menor deberá comparecer por medio de su padre 
o madre con patria potestad o, en su defecto, por medio de 
su tutor(a) general. Una persona mayor de edad o 
emancipada que esté judicialmente incapacitada deberá 
comparecer por medio de su tutor(a) general. Sin embargo, 
el tribunal podrá nombrarle un(a) defensor(a) judicial a 
cualquier menor o persona incapacitada judicialmente 
siempre que lo juzgue conveniente o esté dispuesto por ley. 

  

b.  En los casos previstos en la última oración de la Regla 
4.4(c) y en la Regla 22.2, el tribunal determinará sobre el 
estado mental de la parte y, si es conveniente y procede, el 
nombramiento de un(a) defensor judicial.   

  

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha resuelto que las acciones, 

especialmente cuando menores son partes en ellas, deben iniciarse a 

nombre de la parte realmente interesada. Maldonado v. Quetell 68 D.P.R. 

420 (1948). De igual forma, nuestro más Alto Foro resolvió que un pleito 

contra los menores debe entablarse contra ellos en su propio nombre y no 

contra el padre o madre con patria potestad. En todo caso contra los 

menores, los padres, tutores o defensores judiciales comparecen, no 

como la parte demandada en sí, sino en representación de los menores, 

quienes son las únicas verdaderas partes en el pleito. Chabrán v. 

Méndez, 74 D.P.R. 768 (1953), Biaggi v. Corte, 68 D.P.R. 407 (1948).   

Como ya hemos mencionado pero es necesario resaltar, en Bonilla 

Ramos v. Dávila Medina, supra, el Tribunal Supremo atendió la 

controversia sobre si el menor cuya filiación es impugnada es parte 

indispensable en esa acción o si es suficiente demandar a quien 

ostentaba su patria potestad. Se determinó que el menor cuya paternidad 

se impugnaba es parte indispensable en dicha acción, por lo que debió 

incluirse en el pleito y emplazado dentro del término de caducidad de seis 

(6) meses que dispone la Ley 215-2009. Sobre este particular  resolvió 

que:   

…aun cuando se demande al padre, a la madre o la persona 
que ostente la patria potestad del menor cuya filiación se 
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impugna, es el menor la parte realmente perjudicada y debe 
ser incluido en el pleito. Lo anterior es así porque no es la 
madre o el padre quien vería afectados los derechos y 
obligaciones surgidos de la filiación de decretarse ésta rota 
y disuelta. Contrariamente, es la persona que sufre la 
impugnación quien sería afectada por el cambio de estado 
civil.   

  

C. Emplazamiento de menores de edad. 

Por último, debemos mencionar que la Regla 4.4 de las de 
Procedimiento Civil de 2009  regula el trámite para emplazar 
a un menor de edad. Dispone que:  
(c.)  A una persona menor de catorce (14) años de edad, 
entregando copia del emplazamiento y de la demanda a su 
padre o madre con patria potestad, o tutor(a). […]   

 

A un(a) menor de edad de catorce (14) años de edad, 
entregando copia del emplazamiento y de la demanda a 
dicho(a) menor personalmente y a su padre o madre con 
patria potestad, o a su tutor(a). […]   
 

  El emplazamiento o acto procesal mediante el cual se comunica al 

demandado la demanda presentada en su contra y el requerimiento de 

comparecer en su defensa, requiere que se consigne el nombre de las 

partes litigantes y el nombre del demandado contra quién se dirige la 

acción, entre otros. Se debe entender que no se integra a una persona a 

un litigio, y no se le puede considerar como parte litigante en el proceso, 

hasta que no sea debidamente emplazada conforme con las exigencias 

establecidas en las Reglas de Procedimiento Civil. Si una parte 

indispensable no ha sido unida al pleito el tribunal debe ordenar que dicha 

parte sea incorporada y en caso de que no se le acumule por cualquier 

otra razón, procederá entonces la desestimación de la demanda. Aponte 

v. Román, 145 D.P.R. 477 (Sentencia 1998).  

III. 

 En ocasiones nos confrontamos con situaciones lamentables como 

ésta que, aunque jurídicamente están correctas, nos dejan una 

insatisfacción de espíritu provocado por la realidad que viven las partes. 

Esto ocurre cuando la justicia está reñida con el derecho y, como 

tribunales intermedios, nuestra función es una revisora por lo que 

estamos atados por la camisa de fuerza que nos impone nuestro rol 

limitado de conceder a las partes los remedios que en derecho 
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corresponden, sin poder extendernos y decretar lo que en justicia 

estamos convencidos que es lo más correcto.  

En primer lugar, la peticionaria sostiene que el foro primario erró al 

no desestimar la demanda sobre impugnación de paternidad. Tiene 

razón. Nuestro más alto foro ha resuelto que para que una acción de 

impugnación de presunción de paternidad quede presentada 

oportunamente es indispensable incluir en la demanda y emplazar al 

menor cuya impugnación de filiación se solicita dentro del término de 

caducidad dispuesto en ley. Ramos v. Dávila Medina, supra, pág. 682. Así 

pues, el  Artículo 117 del Código Civil, supra, dispone que la acción de 

impugnación de presunción de paternidad se debe ejercitar “dentro del 

plazo de caducidad de seis (6) meses, contados a partir de la fecha de 

que advenga en conocimiento de la inexactitud de la filiación…” Por tanto, 

el menor cuya filiación se impugna debe ser incluido en la demanda y 

emplazado dentro de los seis (6) meses desde el momento en que el 

padre advenga en conocimiento de la inexactitud de la filiación. El foro 

primario realiza una distinción impermisible sobre la inclusión como parte 

indispensable de un menor en una acción de impugnación dependiendo 

de su edad. 

En este caso el recurrido se hizo una prueba de paternidad casera 

en junio de 2014. El 3 de julio del mismo año, recibió los resultados de los 

cuales se desprendía que la menor no era su hija.  A causa de ello, el 

recurrido presentó su demanda sobre impugnación de paternidad el 8 de 

agosto de 2014 y el día 18 de agosto emplazó a la peticionaria en su 

carácter personal. Sin embargo, no es hasta el 7 de enero de 2015, es 

decir, seis meses y 5 días después de conocer los resultados negativos 

de la prueba casera de paternidad, que se emplazó a la menor en el 

pleito. Debemos advertir que la anomalía procesal de que se emplazó a la 

menor sin enmendar la demanda para incluirla formalmente como parte 

en la causa de acción. Por lo que el  recurrido no cumplió con la orden del 
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foro primario de enmendar la demanda en un término de 30 días,  solo 

sometió un emplazamiento para ser expedido en nombre de la menor.  

De los hechos narrados anteriormente surge con meridiana 

claridad que el apelante presentó la demanda de impugnación de 

paternidad el 8 de agosto de 2014 debido a que había recibido los 

resultados de la prueba de paternidad casera que establecían que la 

menor no era su hija el 3 de julio de 2014. Por consiguiente, ya para ése 

momento el recurrido tenía conocimiento sobre la inexactitud filiatoria. Así 

pues, al ser el término para presentar la acción de impugnación uno de 

caducidad, el recurrido tenía seis (6) meses,  o hasta el 2 de enero de 

2015 para incluir a la menor en el pleito y emplazarla.  Al no haber 

emplazado ni incluido a la menor en el pleito dentro de dicho término la 

causa de acción resulta estar caducada. No podemos olvidar que un 

término de caducidad no puede ser interrumpido o suspendido, por lo que 

se extingue con el mero transcurrir del tiempo. Muñoz v. Ten General, 167 

D.P.R.279 (2006). Por consiguiente, cuando un término es de caducidad y 

no se ejercita la acción correspondiente dentro del término establecido, se 

extingue el derecho a la acción. Rivera v. Jaume, 157 D.P.R. 562, 571 

(2002).  

V. 

Por lo anteriormente expuesto se revoca la resolución recurrida y 

se desestima la acción de impugnación de paternidad. 

Adelántese inmediatamente por teléfono, fax o correo 

electrónico y notifíquese por la vía ordinaria. 

Así lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

     Dimarie Alicea Lozada 
    Secretaria del Tribunal de Apelaciones   
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